
Los servicios públicos de los países occidentales (sanidad, educa-
ción, servicios sociales, transporte, justicia, ..)  están en el punto 
de mira de los “mercados”. El objetivo es privatizar las partes 
rentables y transformar el resto en sistemas de beneficencia.  
Este proceso de deterioro y privatización no tiene colores políticos; 
está siendo realizado por y/o con la complacencia de todos los parti-
dos parlamentarios, y con el apoyo de organizaciones y sindicatos 
subvencionados. 

Por eso exigimos: 
 

 Derogación de la ley 15/97 (sanidad) y de todas las normas auto-
nómicas que la desarrollan. Vuelta a manos públicas de los cen-
tros privatizados, o de gestión indirecta. 

 

 Supresión paulatina de los conciertos educativos y sanitarios. 
Aumento paralelo de plantillas y centros públicos, para garantizar 
la cobertura de toda la demanda desde lo público. 

 

 No a la venta del patrimonio de la S.S. (hospitales, centros de 
salud). No a la cesión de suelo público a empresas privadas. 

 

 No al Copago/Repago en sanidad, educación, o justicia. 
 

 No a la desgravación fiscal en los seguros privados sanitarios, ni 
de la enseñanza privada o concertada.  

 

 No a las contratas y subcontratas en educación. Fuera los ban-
cos de la educación pública.  

 

 No a los más de 3.000 despidos de profesores de la ESO en el 
inicio de curso 2011/2012. No al Bachillerato de Excelencia. 

 

 No a la implantación del espacio europeo de educación supe-
rior, eliminación de las becas-préstamo, y de todas las reformas 
contenidas en la Estrategia Universidad 2015.  

 

 Incremento del gasto sanitario público (2 puntos por debajo del 
promedio de la UE-15). Subida en educación hasta el 6% del PIB. 

 

 Por un Pacto que excluya el ánimo de lucro en todos los servi-
cios públicos. 

 

 No a topes constitucionales en el gasto social público. 
 

Fuera el negocio de nuestr@s Servicios Públicos: ni despi-

dos, ni cierres de centros, ni recortes.  Que no te engañen 
con el pretexto de la crisis. 

 
NO A LA PRIVATIZACIÓN DE LA SANIDAD Y LA EDUCACIÓN Y 

DEL RESTO DE LOS SERVICIOS PÚBLICOS 
 

NO A LOS RECORTES SOCIALES 

CONVOCAN 

- CAS Madrid: www.casmadrid.org – info@casmadrid.org 
- Plataforma Matusalén: matusalen.salud@gmail.com 
- Soy Pública: soypublica.wordpress.com - soypublica@gmail.com 
- Grupo Salud 15M Sol: sanidad15m.grupotrabajo@gmail.com 
- Grupo Educación 15M Sol: educult.acampada.sol@gmail.com 

NO a los topes constitucionales en el gasto público: se recortará 1 

de cada 6 € de gasto social (alrededor de 70.000 mill. €/año, sobre 

un total de 425.000) hasta 2020, lo que provocará un deterioro bru-

tal de los servicios públicos y la caída en picado los indicadores de 

bienestar social.  



¿Son “sostenibles” los servicios sociales públicos? 
  

 El gasto social público, en relación a nuestro PIB, está seis 
puntos por debajo de la media europea (harían falta 85.000 
millones de € más al año para equipararnos). 
 

Los servicios públicos los pagamos todos; el que sean o no sosteni-
bles depende de decisiones políticas (de qué impuestos y quiénes los 
pagan y de lo que se dedica a gastos superfluos). 
 

 No sólo no habría déficit, sino que sobraría dinero para gastos 
sociales si, en lo que se refiere a los ingresos:  
 

 No se hubieran hecho reformas sucesivas del Impuesto so-

bre la Renta para que paguen menos los que más tienen. 
 No se hubieran rebajado drásticamente los tipos a los que 

cotiza el capital.  
 No se hubiera reducido el Impuesto de Sociedades, o crea-

do las SICAV para las grandes fortunas, que sólo tributan 
al 1%.  

 No se hubieran suprimido los Impuestos sobre Patrimonio 

y sobre Sucesiones.  
 Se persiguiera eficazmente el fraude fiscal, el más alto de 

la UE, que impide ingresar 90.000 millones de euros al año. 
 

 Y si, desde el punto de vista de los gastos:  
 

 El año pasado no se hubieran puesto 180.000 millones de € 
a disposición de la insaciable banca, que ahora reclama más 
para sanear y privatizar las Cajas.  

 Si disminuyera drásticamente el gasto militar, que ha ge-

nerado recientemente una deuda de 26.000 millones de € 
por nuestra intervención en Afganistán y Libia.  

 Si se anularan los 25 millones de € anuales que gasta la 

monarquía, o los 10.000 millones de € que cuesta a las ar-
cas públicas la iglesia católica, o los despilfarros sangran-
tes en infraestructuras como aeropuertos, AVE, o la co-
rrupción generalizada, etc. 

 
 

 

Dinero hay, y sobra. Que se destine a satisfacer 

necesidades sociales o a engordar parásitos, no 

depende de qué partido gobierne, sino de qué 
clase esté en el poder. 

Sanidad.- Los recortes sociales están provocando un in-

cremento de las desigualdades y un empeoramiento de las 

condiciones de vida, que se traducen en un deterioro de 

todos los indicadores de bienestar social. 

 

Hasta ahora, los sistemas sanitarios públicos tenían un ob-

jetivo fundamental: curar a los trabajadores para reincor-

porarles cuanto antes al puesto de trabajo. En el contexto 

actual, con 5 millones de parados,  la patronal no necesita 

ya un sistema sanitario público.  

 

En el estado español, la privatización es posible gracias a 

la Ley 15/97, que permite la entrada de las empresas pri-

vadas en la gestión y explotación de los centros sanitarios 

y socio-sanitarios. Para justificar la privatización, han ex-

tendido la falsa idea de que el sistema es “insostenible” (el 

gasto sanitario público está muy por debajo de la media 

UE 15). Ahora preparan un NUEVO IMPUESTO A LA ENFERMEDAD, 

mediante la introducción de copagos/repagos en el mo-

mento de la utilización de los servicios o excluyendo cier-

tas prestaciones sanitarias a quienes no las 

puedan pagar o costearse una póliza 

privada de seguro. Educación.- Todo sistema democrático que se precie de-

be proteger y priorizar el papel fundamental de la Educa-

ción Pública ya que es la única que garantiza una educa-

ción en igualdad.  
 

La Educación Pública está siendo atacada en nuestra Co-

munidad por la administración autonómica, con la com-

plicidad de la administración central: se la ahoga econó-

micamente y se la desprestigia socialmente.  

 

Con argumentos falaces sobre la crisis, se fomenta un 

proceso de privatización que crea una doble red de aten-

ción que fragmenta y segrega a la ciudadanía en función 

de sus ingresos y/o creencias. Al mismo tiempo impulsa 

la competencia desleal entre los centros y la precariza-

ción laboral y salarial de los trabajadores. 


